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Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores García y el Juez Salgado Schwarz 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de abril de 2021. 

Comparece el Sr. Anthony R. Negrón Burgos, en 

adelante el señor Negrón o el recurrente, y solicita 

que revoquemos una Resolución emitida por el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, en 

adelante Corrección o el recurrido. Mediante la misma 

se confirmó Respuesta del Área Concernida relacionada 

con el estado y la confección de los alimentos 

servidos en determinadas fechas en la Institución 

Ponce 1000.  

 Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se desestima el recurso de revisión 

judicial por no presentar una controversia justiciable 

al amparo de nuestro ordenamiento jurídico 

administrativo. 

-I- 

Surge del expediente que el señor Negrón presentó 

4 Solicitudes de Remedio Administrativo en las que 

alega, en esencia, que en la institución penal en la 
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que está recluido “sirvieron de desayunos huevos 

hervidos…” y “la fecha para su uso estaba pasada”.1  

Así las cosas, la División de Remedios 

Administrativos emitió una Respuesta del Área 

Concernida/Superintendente en la que declaró: 

[…] nuevamente le informamos que los 

alimentos que se confeccionan en el área 

de cocina para los MPC son supervisados 

diariamente y cumplen con los estándares 

nutricionales requeridos por el 

Departamento de Salud y el Código Federal 

de Alimentos. Por otra parte, le indicamos 

que el término “Use By” significa “Usar 

Desde…” refiriéndose a la fecha de 

comienzo de uso del producto NO de su 

expiración, o sea, que el producto al que 

usted hace referencia estaba apto para el 

consumo, no expirado.2  

 

 En desacuerdo con la respuesta emitida, el 

recurrente presentó una Solicitud de Reconsideración 

en la que afirmó que “Use by date significa fecha de 

caducidad y no usar desde […]”.3 

 La División de Remedios acogió la petición de 

reconsideración del señor Negrón y ordenó devolver la 

solicitud al área concernida para que emita “una 

respuesta responsiva al planteamiento del confinado en 

relación a la calidad del alimento servido […]”.4 

 Cónsono con la orden emitida, la División de 

Remedios Administrativos emitió una Respuesta del Área 

Concernida/Superintendente (Seguimiento).  Sostuvo:  

1. Que los alimentos servidos en las 

fechas señaladas por el MPC (huevos 

hervidos) se encontraban en fecha de 

consumo no expirados. 

 

2. Que los mismos se confeccionaron 

correctamente y en cumplimiento con 

los estándares nutricionales 

establecidos por el Departamento de 

 
1 Apéndice del recurrente, Anejos I, II, III, IV, V. (Énfasis 

suplido)  
2 Id., Anejos VI, VII, VIII, IX. (Énfasis suplido). 
3 Id., Anejo X.  
4 Id., Anejo XI, XII, XIII, XIV, XV.  
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Salud y el Código Federal de 

Alimentos. 

 

3. Que NO hubo ningún reclamo por parte 

de los MPC de la Institución Ponce 

Adultos 1,000 así como de las 

instituciones Ponce 500 y Ponce 

Máxima las cuales reciben alimentos 

confeccionados en nuestra 

institución. 

  

4. Que NO hubo ningún caso de 

intoxicación y/o brote de infección o 

envenenamiento por parte de los MPC 

de las tres instituciones que 

recibieron los alimentos.5  

 

Nuevamente inconforme, el recurrente presentó una 

Solicitud de Reconsideración en la que reiteró su 

posición.6 

 En esta ocasión, la División de Remedios 

Administrativos denegó la petición de reconsideración 

del señor Negrón. Adujo que “[…] recibe información 

del […] Supervisor de Alimentos de la Institución 

Ponce 1000, donde se informa que actualmente se cumple 

con la verificación diaria de las fechas de los 

productos alimenticios”.7  

Insatisfecho con dicha determinación, el 

recurrente presentó una Revisión Administrativa en la 

que alega que Corrección cometió los siguientes 

errores:  

La respuesta del área concernida no es una 

respuesta responsiva en cuanto a la 

calidad del alimento donde el recurrente 

levant[ó]los reparos. (Énfasis suplido) 

 

El Coordinador de la División de Remedios 

Administrativos tenía que inhibirse del 

proceso por este haber entrevistado a la 

parte recurrente antes de los remedios 

administrativos fueran sometidos ante la 

División. 

 

El expediente no cuenta con evidencia que 

sustente el alegato del Supervisor de 

Alimentos que no hubo ningún caso de 

 
5 Id., Anejo XVI. (Énfasis en el original)  
6 Id., Anejo XVII.  
7 Id., Anejos XVIII, XIX, XX, XXI. (Énfasis suplido) 
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intoxicación y/o brote o envenenamiento. 

(Énfasis suplido) 

 

La Respuesta de Reconsideración emitida 

por el Coordinador de la División de 

Remedios Administrativos es una 

arbitraria, caprichosa, un abuso de 

discreción, viola el Reglamento de 

Remedios Administrativos y no responde de 

manera responsiva la solicitud del 

recurrente.  

 

Luego de revisar los escritos de las partes y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver.  

-II- 

A. 

La Ley de la Judicatura de 2003, establece que la 

función de este tribunal es “proveer a los ciudadanos 

de un foro apelativo mediante el cual un panel de no 

menos de tres (3) jueces revisará, como cuestión de 

derecho, las sentencias finales del Tribunal de 

Primera Instancia, así como las decisiones finales de 

los organismos y agencias administrativas y de forma 

discrecional cualquier otra resolución u orden dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia”.8   

De igual forma, el artículo 4.006 del referido 

estatuto dispone que el Tribunal de Apelaciones 

revisará, como cuestión de derecho, las decisiones, 

órdenes y resoluciones finales de los organismos o 

agencias administrativas conforme a lo establecido en 

la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

(“LPAU”).9  

En lo pertinente a la revisión judicial de 

decisiones, órdenes o resoluciones administrativas, la 

LPAU dispone que: 

 
8 Ley Núm. 201-2003, 4 LPRA sec. 24u (Énfasis suplido).  
9 Id., 4 LPRA sec. 24y (Énfasis suplido).  
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Una parte adversamente afectada por una 

orden o resolución final de una agencia y 

que haya agotado todos los remedios 

provistos por la agencia o por el 

organismo administrativo apelativo 

correspondiente podrá presentar una 

solicitud de revisión ante el Tribunal de 

Apelaciones, dentro de un término de 

treinta (30) días contados a partir de la 

fecha del archivo en autos de la copia de 

la notificación de la orden o resolución 

final de la agencia o a partir de la fecha 

aplicable de las dispuestas en la sec. 

9655 de este título, [. . .].10  

 

Ahora bien, una “orden o resolución”, según 

establece la LPAU, significa cualquier decisión o 

acción de una agencia, de aplicación particular, que 

adjudique derechos u obligaciones de una o más 

personas específicas.11 Conforme a ello, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico, en adelante TSPR ha resuelto 

que una orden o resolución final es aquella que 

dispone de la controversia ante la agencia, y tiene 

efectos adjudicativos y dispositivos sobre las 

partes.12 Es decir, se trata de una resolución que 

culmina de forma final el procedimiento administrativo 

respecto a todas las controversias.13  

Por otro lado, la decisión o resolución 

administrativa de que se trate es revisable si 

constituye una adjudicación formal.14 Por ello, para 

que la misma pueda ser considerada final, dos 

condiciones deben ser satisfechas, a saber: en primer 

lugar, la actuación de la agencia debe representar la 

 
10 Ley Núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 9672. (Énfasis suplido).  
11 Id., 3 LPRA sec. 9603. (Énfasis suplido) 
12 Depto. Educ. v. Sindicato Puertorriqueño, 168 DPR 527, 545 

(2006) (citando a J. Exam. Tec. Méd. v. Elías et al., 144 DPR 483 

(1997)). (Énfasis suplido) 
13 Id. (Énfasis suplido). El profesor Demetrio Fernández Quiñones 

sostiene que una decisión administrativa es final cuando ha 

decidido todas las controversias y no deja pendiente ninguna para 

ser decidida en el futuro. La misma es revisable cuando la parte 

afectada por ella haya cumplido con todos los requisitos. Véase 

D. Fernández Quiñones, Derecho administrativo y Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Colombia, 3era Ed. Forum, 

2013, pág. 687.  
14 J.A. Echevarría Vargas, Derecho administrativo puertorriqueño, 

San Juan, 4ta Ed. SITUM, 2017, pág. 307. (Énfasis suplido).  
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culminación de su proceso decisorio y, segundo, esta 

actuación administrativa debe determinar todas las 

obligaciones y los derechos de las partes o deben 

surgir de ésta consecuencias legales.15  

En síntesis, la revisión judicial de una decisión 

de una agencia se efectúa, una vez se finalizan los 

trámites administrativos y se adjudican todas las 

controversias pendientes ante dicha agencia.16  

B. 

 En función de la doctrina de separación de 

poderes, el TSPR ha desarrollado la doctrina de 

autolimitación judicial. Como corolario, la 

jurisdicción, fuente principal de la autoridad de los 

tribunales para interpretar y hacer cumplir las leyes, 

está regulada, entre otros factores, por la aplicación 

de diversas doctrinas que configuran el principio de 

justiciabilidad. Concretamente, el término 

jurisdicción se ha definido como la autoridad o 

facultad que ostenta un tribunal de justicia para 

considerar un caso o controversia.17 

Previo a la evaluación de los méritos de un 

recurso, los tribunales debemos determinar si la 

controversia ante nuestra consideración es justiciable 

o no, pues los tribunales solo estamos para resolver 

controversias genuinas dentro de una situación 

adversativa en la cual las partes tengan un interés 

 
15 Depto. Educ. v. Sindicato Puertorriqueño, supra, pág. 545 

(2006). (Énfasis suplido) 
16 J.A. Echevarría Vargas, Derecho administrativo puertorriqueño, 

supra, pág. 307. 
17 Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 249 (2012) 

(Énfasis suplido). 
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real de obtener un remedio que haya de afectar sus 

relaciones jurídicas.18  

A tono con lo anterior, para que una controversia 

sea justiciable se debe evaluar: si es tan definida y 

concreta que afecta las relaciones jurídicas entre las 

partes que tienen un interés jurídico antagónico; que 

el interés sea real y sustancial, y que permita un 

remedio específico mediante una sentencia de carácter 

concluyente; finalmente, si la controversia es propia 

para una determinación judicial, ya que se distingue 

de una disputa de carácter hipotético o abstracto, y 

de un caso académico o ficticio.19  

Por motivo todo lo anterior, una vez un tribunal 

determina que existe una ausencia de caso o 

controversia, debe abstenerse de considerarlo en sus 

méritos.20  

-III- 

A los efectos del resultado alcanzado, basta 

exponer la posición del recurrente.  

El señor Negrón considera que la respuesta 

ofrecida por el Departamento de Corrección no es 

responsiva. Así pues, no obra en el expediente 

administrativo prueba alguna que sustente la 

determinación del recurrido de que no hubo casos de 

intoxicación, infección o envenenamiento. Por otro 

lado, la respuesta la emitió un funcionario del 

Departamento de Corrección que entrevistó al 

recurrente, que conforme la normativa reglamentaria 

 
18 ELA v. Aguayo, 80 DPR 552, 558-559 (1958). Véase, además, UPR 

v. Laborde Torres y otros I, 180 DPR 253, 279-280 (2010); Sánchez 

et al. v. Srio. De Justicia et al., 157 DPR 360, 370 (2002) 

(Énfasis suplido).  
19 ELA v. Aguayo, supra, pág. 584 (Énfasis suplido).  
20 Véase Asoc. De Periodistas v. González, 127 DPR 704 (1991); ELA 

v. Aguayo, supra, pág. 562.  
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aplicable debió inhibirse de los procedimientos. 

Finalmente, el señor Negrón solicita que se ordene a 

Trinity no servir huevos hervidos a la población 

correccional hasta que el recurrido “pueda garantizar 

que los alimentos están dentro del término para uso 

del producto” y que presente prueba de que los 

alimentos servidos “no estén fuera del término para su 

uso”. 

Si los huevos que se sirven en el desayuno de la 

instalación correccional en la que se encuentra 

recluido el recurrente están expirados, ello no es una 

acción en la vida cotidiana del confinado en la que se 

identifique un interés libertario que active las 

garantías formales del debido proceso de ley. En otras 

palabras, dicha situación no impone sobre el confinado 

una carga o dificultad atípica y significante en 

comparación a las incidencias que de ordinario se 

viven en prisión. En fin, “la mera provisión de un 

producto cotidiano no es una controversia justiciable” 

bajo nuestro ordenamiento jurídico.21 

En resumen, como este panel ha declarado en otras 

ocasiones, la controversia planteada no es un 

procedimiento adjudicativo formal sujeto a la revisión 

judicial de esta segunda instancia judicial.22 Tampoco 

presenta un caso o controversia justiciable que nos 

conceda jurisdicción para entender sobre el mismo, 

 
21 Véase Sandin v. Conner, 515 US 472, n.5 (1995); Cruz v. 

Administración, 164 DPR 341, n.5 (2005). Para un análisis más 

detallado de esta controversia véase Gerardo A. Flores, Derecho 

administrativo, 87 Rev. Jur. UPR 303, 317 y subsiguientes (2018). 
22 Véase, Enmiendas V y XIV, Const. E.U., LPRA, Tomo 1; Mathews v. 

Eldridge, 424 US 319 (1976); Sección 7, Art. II, Const. P.R., 

LPRA, Tomo 1; Secciones 1.3(b) y 3.1 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-

2018, 3 LPRA secs. 9603 (b) y 9641. 
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pues no se ha adjudicado algún derecho de la parte 

recurrente.23 

Finalmente, el remedio para el señor Negrón no es 

de naturaleza administrativa, sino judicial. Tiene a 

su disposición o bien el recurso de Mandamus o el de 

Injunction, Reglas 54 y 57 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V.  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima 

el recurso de revisión judicial por no presentar una 

controversia justiciable al amparo de nuestro 

ordenamiento jurídico administrativo. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

        Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
23 Véase, Moreno v. Pres. U.P.R. II, 178 DPR 969,973 (2010); Asoc. 

Alcaldes v. Contralor, 176 DPR 150, 158 (2009); E.L.A. v. Aguayo, 

supra. 


